
En los últimos dos años, la
Corte Suprema realizó un sus-
tantivo cambio de criterio para
computar el plazo que permita
que opere en los funcionarios
públicos a contrata (a plazo fijo
de un año) el principio de “con-
fianza legítima”, que implica
que los empleados con reitera-
das renovaciones están ampara-
dos por la expectativa de mante-
nerse en sus cargos.

La jurisprudencia previa, tan-
to del mismo máximo tribunal
como de dictámenes del anterior
contralor general de la Repúbli-
ca, Jorge Bermúdez, establecía
que la confianza legítima exigía
que las contratas sean renovadas
sucesivamente, al menos des-
pués dos años en el cargo.

Sin embargo, una nueva doc-
trina de la Suprema elevó el um-
bral y estableció que las relacio-
nes laborales anuales, en la mo-
dalidad de contrata, bajo los 5
años, no quedan cubiertas por la
denominada confianza legítima.

Ante esa disparidad de crite-
rios entre lo que antes determi-
nó la Contraloría General de la
República (CGR) y lo que ahora
sostiene la Suprema, la recién
confirmada contralora, Dorothy
Pérez, resolvió dejar en manos
de los tribunales los reclamos en
que se aplique la confianza legí-
tima en el sector público.

El dictamen despeja que la
controversia sobre “el plazo de
la vinculación funcionarial que
daría origen a la confianza legíti-
ma (…) devino en litigiosa”, por
lo que queda en sede judicial.

Los fundamentos

En su nueva jurisprudencia
administrativa, Dorothy Pérez
argumenta el carácter contro-
versial del asunto para abstener-

se de seguir resolviendo. “(Exis-
te) por una parte, la pretensión
de los recurrentes en este tipo de
asuntos, que (es que) se declare
que a su respecto se ha configu-
rado la confianza legítima, aten-
dido el lapso de su desempeño a
contrata, y por otra, que las res-
pectivas entidades públicas han
entendido, en contrapartida,

que a dichos servidores no les
asiste tal protección, dando lu-
gar a una controversia cuya re-
solución compete a los Tribuna-
les de Justicia”. De ahí que la
CGR advierte que esta situación
“impide a esta entidad fiscaliza-
dora emitir pronunciamiento en
aquellos casos en que se plantea
un asunto de naturaleza litigio-

sa; corresponde que, en lo suce-
sivo, se abstenga de resolver so-
bre la apuntada materia” de con-
fianza legítima.

El criterio de los cinco años
que señala la Corte y ahora hace
suya la CGR, permite la valida-
ción de funcionarios que cum-
plen su tarea más allá de los cua-
tro años de un gobierno.

De acuerdo a estadísticas de la
Dirección de Presupuestos (Di-
pres), a junio de 2024 el perso-
nal a contrata en la administra-
ción central representó un
56,3% (274.350 cargos) del total
de la fuerza laboral efectiva, res-
pecto del 54,5% del mismo tri-
mestre del 2023. El personal de
planta representó una participa-
ción de 21,2% a junio de 2024. 

La visión de los
expertos

El nuevo criterio de confianza
legítima de la CGR llamó la
atención de los especialistas. Se-
gún el académico de la U. de
Chile Luis Lizama, el ente fisca-
lizador “no modifica su doctri-
na, pero como el asunto es con-
trovertido y quien tiene la últi-
ma palabra es el tribunal, a par-
tir de ahora no se va a aplicar el
dictamen, sino que la Contralo-
ría va a estar a lo que resuelvan
los tribunales”.

Cristián Aguayo, socio AEM
Abogados, celebró el dictamen:
“Es una buena noticia para el
funcionamiento de los servicios
públicos el que, con la debida

justificación, no exista una obli-
gación de renovar una contrata
solo por el hecho de llevar más
de dos años trabajando en un es-
tamento del Estado”. El profe-
sional añade que “quien tenga
legitimas dudas de por qué no se
renovó un contrato, podrá con-
currir a tribunales, pero deja de
existir una desigualdad que no
ayuda a que los servicios públi-
cos puedan contar con las perso-
nas más capacitadas, o acorde a
las necesidades de nuevas admi-
nistraciones”.

Juan Ignacio Gómez, abogado
LyD, destaca que se “reabre la
discusión relativa a si es una
cuestión de hecho, que debe ver-
se caso a caso, porque no hay
una ley que resuelva la cuestión
de manera expresa”.

Gómez cree que el pronuncia-
miento de la CGR pone “de re-
lieve la importancia de discutir
nuevamente el empleo público
y su estatuto”. 

Desde la Anef, su presidente
José Pérez, calificó como “un
retroceso” el cambio de criterio.
Pidió al Gobierno avanzar en
un cambio legal para regular el
tema.

Ya confirmada como titular de la Contraloría, Dorothy Pérez emitió un dictamen distinto al de Jorge Bermúdez:

Pérez se estrena como contralora con un nuevo
criterio sobre contratos de empleados públicos
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Ente fiscalizador se abstuvo de seguir aplicando su doctrina previa, que establecía que
contratas sean renovadas sucesivamente al menos después de dos años. Corte
Suprema exige cinco años. 

El dictamen sobre confianza legítima de la nueva contralora Dorothy Pérez data del 6 de noviembre. 
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El índice de remuneraciones del INE presen-
tó una variación nominal mensual de 0,7% en
septiembre; es decir, respecto de agosto hubo
un ligero avance de los sueldos. Al compararlo
con septiembre de 2023, ese incremento llega a
7,8%, que indica una cierta desaceleración dado
el ritmo que había un mes antes. 

A esos datos nominales hay que descontarles
la inflación para saber si los salarios crecen en
forma real. Y sí lo hicieron. Dado que la infla-
ción en septiembre, medida en 12 meses, bajó a
4,1%., los salarios reales aumentaron en 3,5%
anual en septiembre, con lo que completaron 19
meses consecutivos de alza en esa medición.

En detalle

En septiembre de 2023, el salario mínimo su-
bió desde $440.000 a $460.000 mensuales. En
julio pasado llegó a $500.000, recuerda Juan
Bravo, director del Observatorio del Contexto
Económico (OCEC-UDP), al contextualizar el
desempeño de los salarios nominales.

Visto por el nivel de calificación, las remune-
raciones nominales crecieron 6,6% anual en al-
ta calificación; 9,9% con mediana calificación y
12,2% con baja calificación, segmento en cual la
relevancia del salario mínimo es mayor.

Las mayores incidencias nominales positivas
correspondieron al comercio, industria manu-
facturera y construcción. Fueron lideradas por
las empresas medianas, de 50 a 199 personas.

En todos los sectores económicos las varia-
ciones nominales fueron mayores que la infla-
ción de 4,1% acumulada en 12 meses. Lideraron
alojamiento y servicios de comidas (11,3%) y
servicios administrativos y de apoyo (11,7%).

Variación anual en septiembre:

Salarios reales
van en su 19ª
alza seguida

Influencia del menor avance
de la inflación en 12 meses.
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Pese a la caída en las tasas de los
créditos hipotecarios en el tercer tri-
mestre, la debilidad de la economía
local mantiene contenidas la intencio-
nes de las familias por adquirir una
vivienda. 

En el período julio-septiembre de
2024 se registraron 5.099 solicitudes
de preaprobación de créditos hipote-
carios a nivel nacional, lo que signifi-
có una caída cercana al 3% respecto
del trimestre previo. Esta fue la se-
gunda baja trimestral consecutiva en
este año, luego de que en abril-junio
se registrara una contracción de
16,7%. Así lo reveló un estudio de En-
lace Inmobiliario, red de sitios de pro-
piedades y financiamiento en diver-
sas regiones del país. La entidad reco-
lecta y analiza datos de viviendas
nuevas y usadas vinculadas a más de
1.200 proyectos, 350 inmobiliarias,
120 corredores de propiedades y siete
instituciones financieras.

Lo anterior ocurrió en un escenario
en que la tasa de crédito promedio pa-
ra la vivienda fue de 5,03% en julio y
en septiembre culminó en 4,81%. En
tanto, en la última semana de octubre
retrocedió a 4,46%. 

“Esta baja de 3,3% en el tercer tri-
mestre responde principalmente a
factores económicos que aún afectan
la capacidad de endeudamiento de
los hogares. Aunque la caída en las ta-
sas de interés es un incentivo, su mag-
nitud aún no es suficiente para rever-
tir la incertidumbre financiera de las
familias”, comentó Sergio Barros, di-
rector ejecutivo de Enlace Inmobilia-

rio. Añadió que las solicitudes “si-
guen similares al año anterior, lo cual
refleja la cautela en la decisión de
compra”. 

La tasa de rechazo de las solicitudes
de preaprobaciones llegó al 67% en
septiembre. 

Según las estadísticas —que parten
hace cuatro años—, el volumen de so-
licitudes de preaprobación más alto
registrado fue de 13.033, en el tercer
trimestre de 2020, coincidiendo con
el primer retiro de fondos de las AFP. 

Generación Z

Entre los resultados del estudio,

destaca que la generación Z o centen-
nials (jóvenes hasta 27 años) superó
este año —con el 16,9% del total— la
cantidad de solicitudes de preaproba-
ción de la generación X (44 a 59 años),
que concentró el 15,5% de las peticio-
nes en el tercer trimestre.

Barros explicó la generación Z es el
grupo etario que está ingresando al
mercado laboral e iniciando su etapa
de independencia, por lo que la com-
pra de su primera vivienda podría ser
una prioridad. Agregó que también
están más dispuestos a aprovechar las
condiciones actuales para acceder a
una propiedad, como subsidios y
ayudas al financiamiento estatales. 

Retrocedieron 3% el tercer trimestre de este año:

Solicitudes de preaprobación
de créditos hipotecarios caen

La disminución de las tasas de interés para la compra de viviendas fue
insuficiente para impulsar la demanda en el mercado inmobiliario. 
MARCO GUTIÉRREZ V. 

n Impacto del dictamen 
se traslada al Congreso 
La decisión de Contraloría se trasladó también al debate político,

donde algunos sectores cuestionaron la “desprotección” que implica
para los trabajadores del Estado que sea la justicia la que determine la
extensión y validez de los vínculos a contrata.

Una de las más duras en su cuestionamiento fue la senadora Yasna
Provoste (DC), quien emplazó directamente a la recién asumida con-
tralora, Dorothy Pérez. “Llamamos a la nueva contralora a que recon-
sidere su decisión de limitar la defensa de la confianza legítima de los
funcionarios públicos solo a tribunales. Esta medida precariza la fun-
ción pública y afecta la estabilidad de quienes sirven al país”, afirmó.

En la comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados, su presidente,
Luis Cuello (PC), expresó: “Es un serio retroceso para los funcionarios,
que precariza la función pública. Implica retornar a un estado de
inestabilidad en el empleo inaceptable”. Sin embargo, en la misma
instancia, Frank Sauerbaum (RN) rebatió que “esto en modo alguno
afecta negativamente los derechos de los trabajadores, por cuanto
siguen teniendo disponibles los tribunales laborales y la Dirección del
Trabajo para abordar situaciones donde pudieran existir abusos de
esta causal”.

n La calidad jurídica de los empleos estatales
El personal del sector público se agrupa en dos

niveles: funcionarios de dotación y fuera de dota-
ción. Aunque en ambos grupos hay vínculos con-
tractuales de diversa calidad jurídica, se rigen según
las disposiciones del Estatuto Administrativo. El
principio de “confianza legítima” no tiene rango
legal, por lo que queda sujeto a lo que dictamine la
Contraloría.

El personal de planta tiene el vínculo más estable:
integra la administración del Estado con carácter
indefinido, y solo puede ser desvinculado por razo-

nes de sumario. En el segundo escalafón están los
funcionarios a contrata. Su vínculo tiene una dura-
ción anual susceptible de renovación, con un límite
basado en la confianza legítima.

La tercera tipología son los trabajadores a hono-
rarios, cuya función es esencialmente transitoria
(habitualmente de un año). En esos casos, la Con-
traloría estableció, en un dictamen de 2022, que
debe efectuarse la designación a contrata de aque-
llos funcionarios con más de dos años en el cargo, si
sus labores exceden el espíritu del vínculo original. 

Por primera vez en más de dos
años, las empresas no están antici-
pando un deterioro de sus márge-
nes de ganancia. En cambio, ob-
servan un optimismo moderado
respecto a la evolución futura de
sus ventas, que también propicia-
ría expectativas de alzas acotadas
en sus precios, de acuerdo con el
Informe de Percepciones de Ne-
gocios (IPN) de noviembre del
Banco Central. Se basa en entre-
vistas a ejecutivos y una encuesta
realizadas en octubre.

Las empresas mejoran expecta-
tivas de su desempeño para el
próximo año, asimilándose a lo
que debería ser un año habitual,
por lo que esperan mantener sus
niveles de dotación de personal
en los próximos 12 meses. En las
entrevistas, las firmas reportan
perspectivas estables para la ge-
neralidad de los costos, aunque
indican que estos permanecerán
elevados. Algunos destacan au-
mentos de costos por factores co-
mo alzas en el salario mínimo y en
las tarifas eléctricas, mientras que
otros expresan preocupación por
la evolución de los combustibles.

Respecto de lo esperado para
el 2024 a la misma fecha, sube el
porcentaje de empresas que pre-
vé realizar inversiones en 2025 y
aumentan los niveles de seguri-
dad respecto de la materializa-
ción de los planes de inversión. 

Sondeo del BC:

Firmas retoman
un moderado
optimismo 
de sus ventas
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En noviembre se
pausa el pesimismo
de más de dos años.
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